LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR LA FRACCION PARLAMENTARIA DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

CON FECHA:   01/09/25

DECRETO:   20256

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO
CIUDADANOS  DIPUTADOS:


En uso de las facultades que nos confieren los artículos 28 fracción I, de la Constitución Política y el artículo 85 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, presentamos la siguiente iniciativa de ley que reforma los artículos 8°, 9°, 18, 73 fracción II y adiciona un segundo párrafo al artículo 52, de la Constitución Política del Estado de Jalisco, para regular los derechos y cultura de los pueblos indígenas de la entidad, para lo cual expresamos la siguiente:

Exposición  de  Motivos


1.-  El pasado día 14 de agosto en el Diario Oficial de la Federación, se publicaron las reformas a la Constitución General de la República en materia de derechos y cultura indígena.


Estructurado en dos apartados, el nuevo artículo 2° de nuestra Carta Fundamental condensa los principios programáticos que dan soporte a la nueva relación de los pueblos indígenas con el Estado Mexicano.


El primer apartado garantiza la libre determinación de los pueblos y comunidades indígenas, mientras que el segundo suscribe los compromisos del Estado, la sociedad y los propios indígenas, para solventar sus condiciones de subdesarrollo.


2.-  Es en virtud al pacto federal por el que el Estado de Jalisco se somete libremente a la Constitución General de los Estados Unidos Mexicanos, y hace suyos todos y cada uno de sus postulados. Es por ese mismo motivo por el que se hace necesario la reforma de la Constitución Local, con la finalidad de adecuar diversas instituciones políticas y judiciales de la entidad, para hacerlas congruentes con el marco constitucional referido.


3.-  No pasa desapercibido a los autores de esta iniciativa la disposición imperativa del artículo 6° de la Resolución 169 de la Organización Internacional del Trabajo, que contiene el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales de 1989, ratificado por el Senado de la República del Honorable Congreso de la Unión, que a la letra dice:


Artículo 6.

1.  Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:

a). Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente.

b).  Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;

2.  Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.

Por ello fijamos desde este momento nuestro interés de que se lleve a cabo la consulta indígena como condición previa a la aprobación de la presente reforma constitucional local. Pero además, compartimos ampliamente el criterio de que no es debido legislar en materia indígena sin que se escuche a los interesados en sus pretensiones legales, y es por ello nuestra convicción de que la consulta a los pueblos indígenas de Jalisco, además de un mandato que se surte del convenio internacional aludido, responde a un principio democrático fundamental que legitima el quehacer legislativo.


4.-  Como ya fue señalado, las repercusiones legislativas de las reformas a la Constitución General de la República, nos constriñen a la adecuación de la Carta Local. Es por esto, que si bien es cierto que obra en estudio un proyecto de Ley Sobre Derechos Indígenas del Estado de Jalisco, cuya presentación se dio ante la LV Legislatura del Congreso del Estado, es preciso destacar que el dictamen positivo de dicha iniciativa es inviable toda vez que no cuenta, precisamente, con el soporte constitucional local. Es decir, pretender aprobar la iniciativa en comento, expondría al marco jurídico local al  despropósito de construir institutos jurídicos locales –desde una ley secundaria- distintos –cuando no, opuestos- a nuestra propia Constitución Política del Estado de Jalisco.


Estados como Oaxaca y Quintana Roo, ya reformaron sus constituciones para dar marco a la nueva relación política y jurídica de sus pueblos indígenas con el Estado y la Sociedad.  Y a partir de dichas reformas constitucionales proyectaron sus leyes indígenas, armonizando con ello su estructura jurídica. Luego, es entendible que las comisiones legislativas de estudio y dictamen a quienes se turnó la Ley Sobre Derechos Indígenas del Estado de Jalisco, no la hubieren dictaminado, sino una vez que operen las reformas constitucionales ya referidas.


5.-  Ahora bien, a juicio de quienes impulsamos el presente ejercicio legislativo consideramos que es preciso darle espacio a la materia indígena dentro del Capítulo III, de la Constitución Local, el cual se denomina De los Derechos y Obligaciones Fundamentales, ello por tratarse de un tópico que incide directamente en los derechos y obligaciones de los pueblos indígenas de Jalisco, justificándose de esa manera la ubicamos del proyecto.


Por otra parte, esta determinación trajo consigo el problema de crear un artículo exclusivo para desahogar en él la temática indígena. Para ello se compactó en el artículo 8° el contenido de dos artículos, como lo son ciertamente el propio artículo 8° y el 9° constitucionales. Esta proyección la consideramos adecuada a la técnica legislativa en cuanto en un solo precepto se establecen las consecuencias jurídicas de la vinculación de los ciudadanos con el Estado. De esta manera, el 8° reformado deberá enunciar los derechos y obligaciones de los ciudadanos jaliscienses, y dejar la fórmula que establecía derechos o prerrogativas en el 8° y obligaciones en el 9°.

Una vez hecho lo anterior, se habilitó el ordinal 9° para desarrollar lo referente a derechos y cultura indígena.


6.-  Fue menester iniciar la proyección del artículo 9° de la Constitución Local reconociendo que el Estado de Jalisco tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. Con ello estamos destacando el sustrato indígena como factor determinante de nuestra sociedad desde tiempos inmemoriales.


Por tanto, son pueblos indígenas de Jalisco el Huichol, Nahua y Purépecha, por ser quienes mantuvieron comunidades dentro de lo que hoy es el Estado de Jalisco, y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas, y que viven o transitan regularmente dentro de los límites actuales del Estado de Jalisco. Esta acotación no perjudica a los indígenas migrantes provenientes de otras Entidades Federativas, a los cuales se les considera como tales y se previenen medidas de salvaguarda a sus derechos fundamentales.


Nuestro proyecto considera necesario declarar a los pueblos indígenas de Jalisco como entidades de derecho público y por tanto deberán gozar de autonomía como expresión de su libre autodeterminación. Estos conceptos (entidades de derecho público, autonomía y libre autodeterminación) no pueden ser aplicados sino dentro del marco de la Constitución General de la República y los tratados y convenios internacionales suscritos por México.


7.-  A efecto de establecer la norma que distinga a los pueblos indígenas, se previene que será su conciencia de su identidad indígena la que sustentará el criterio fundamental para determinar a quienes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas. De ahí, que será comunidad indígena huichol, nahua o purépecha, la que tenga conciencia de pertenecer a alguno de dichos pueblos. Con esta disposición se deja en los propios indígenas la determinación de sujetarse a la normatividad indígena que deriva de la Constitución.


Diferente cuestión es la relativa a la identificación individual. Se propone que sean indígenas para efectos legales las personas que tienen conciencia de pertenecer a un grupo étnico, siempre y cuando fueren reconocidos como tales por sus comunidades. De ahí que la condición dual pone coto a quien sin serlo pretenda hacerse pasar por indígena.


Y las comunidades integrantes de un pueblo indígena, serán aquellas que sean parte de una unidad cultural y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres. De ahí que la disgregación en pequeños pueblos y rancherías no sea obstáculo para que un Pueblo Indígena sea considerado como tal.

8.-  La autonomía de los Pueblos Indígenas de Jalisco tendrá expresión concreta en los siguientes aspectos:


a).  Nadie tendrá ingerencia en la forma en que los Pueblos Indígenas decidan llevar a cabo su convivencia interna y organización social, económica, política y cultural. Esto conlleva un profundo respeto a sus manifestaciones religiosas, organización social, vecinal y gremial. Como en todo lo relacionado con este tema, no hay más límite que la normatividad nacional y la preservación de los derechos humanos.


b).  Aplicarán sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales y los derechos humanos. Dado que la justicia indígena es de  prolija  reglamentación,  se establece que la ley de la materia –o sea la Ley de los Pueblos Indígenas de Jalisco- la regulará para que ahí se dispongan las cuestiones procesales que deban observarse para la aplicación del derecho indígena y las referentes a su compilación.


c).  Elegir de acuerdo con sus normas procedimientos y practicas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de su formas propias de gobierno interno. Con ello adquieren reconocimiento formal las autoridades indígenas tradicionales y dejan ser tan solo instituciones de hecho, para pasar a serlo también de derecho.

d).  La reforma propone reconocer el derecho de los indígenas a vivir su cultura, es decir, a preservar y enriquecer sus lenguas, conocimiento y todos los elementos que constituyan su cultura e identidad. Este principio se vincula con la obligación de la sociedad y el Estado a coadyuvar en el fomento de las expresiones culturales indígenas. 


e).  No puede existir autonomía indígena sin reconocimiento a su derecho al uso y disfrute de los recursos naturales de manera racional y sustentable de los lugares que habitan y ocupan las comunidades, por ello se reconoce dicha expresión que a la postre deberá ser privote muy importante de su desarrollo comunitario.


f).  De la misma manera, se propone que la autonomía de los pueblos indígenas se exprese en la elección de regidores y diputados indígenas. Es decir, en los municipios donde habiten y en el Congreso del Estado, la ley deberá garantizar la presencia de representantes indígenas electos entre ellos mismos, lo que redundará en una representación más fiel de sus intereses en dichas instituciones político-administrativas.


g).  Toda vez que existen diversidad de casos en los que el derecho indígena no será aplicable, es por lo que se consigna su derecho a demandar y recibir justicia de los tribunales del Estado, en cuyo caso, dentro de los procedimientos se deberá tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales. 

h).  Para alcanzar los objetivos de la reforma constitucional, es preciso que se invoque la libre organización económica de los pueblos indígenas como piedra angular de su desarrollo. Serán ellos quienes determinen a que actividades productivas invertir sus recursos y energías sociales y de esa forma motivar una cultura de responsabilidad. Son los propios indígenas los principales actores de su desarrollo económico, luego, es preciso se estimule el desarrollo de sus propios proyectos productivos.


i).  La reforma propone la integración de en un organismo o asamblea suprema de representación indígena en el Estado, con facultades deliberativas y propositivas, que sea el centro de comunicación entre los diversos pueblos indígenas de Jalisco y vehículo autorizado para la interlocución entre los indígenas y el resto de la sociedad jalisciense.

9.-  El apartado B del artículo 9° que se propone, fija las políticas públicas que deberán ponerse en práctica para alcanzar el desarrollo integral de la población indígena del Estado de Jalisco.

Se establece que el estado y los municipios determinaran las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. Es decir, se impone la obligación de las autoridades estatales y municipales, en su caso, a coordinarse con la representación indígena que corresponda para realizar los proyectos que garanticen la plena observancia de los derechos indígenas y garanticen su desarrollo comunitario.


Además de las obligaciones ordinarias de las autoridades administrativas, la reforma indígena se propone puntualizar aquellas que deberá cumplir el gobierno con la finalidad de abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas. Las que se transcriben en los siguientes términos.

a).  Impulsar el desarrollo de los pueblos indígenas con el propósito de mejorar sus condiciones de vida. Las autoridades municipales determinarán equitativamente las asignaciones presupuestales que las comunidades administrarán directamente para fines específicos.

b).  Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad.

c).  Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud.

d).  Mejorar las condiciones de las comunidades indígenas y de sus espacios para la convivencia y recreación.

e).  Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al desarrollo.

f).  Extender la red de comunicaciones y gestionar a favor de que los pueblos indígenas puedan adquirir, operar y administrar medios de comunicación, en los términos que las leyes de la materia determinen.

g).  Apoyar las actividades productivas y el desarrollo sustentable de las comunidades indígenas.

h).  Establecer políticas sociales para proteger a los indígenas migrantes de Jalisco y de aquellos provenientes de otros lugares del país.


i).  Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del plan estatal de desarrollo y de los municipales y, en su caso, incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen.

Ahora bien, para garantizar el cumplimiento de estas obligaciones, es pretensión de los autores de la presente iniciativa que el Congreso del Estado y los ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas competencias, establezcan las partidas específicas destinadas al cumplimiento de las mismas en los presupuestos de egresos que aprueben, así como las formas y procedimientos para que las comunidades participen en su ejercicio y vigilancia.

Aunque podría resultar ocioso, es necesario dejar en claro que las obligaciones administrativas que se consignan en el proyecto que se expone, son reflejo de las ya existentes en el apartado B del artículo 2°, de la Constitución General de la República, sin más modificaciones que las necesarias en razón de la competencia local.

10.-  Para garantizar la participación indígena en el Congreso del Estado se propone la reforma del artículo 18 de la constitución local, de tal suerte que la integración del mismo quedaría  de la siguiente manera: Veinte diputados electos por el principio de votación mayoritaria relativa, veinte electos según el principio de representación proporcional; y uno electo por los pueblos indígenas del Estado.

Para lo anterior la ley determinará la forma y requisitos de elección del diputado de extracción indígena, lo que de ninguna manera será obstáculo para que diversa persona del mismo origen pudiere ser electo diputado ya por el principio de votación mayoritaria relativa o el de representación proporcional.

Se propone que la ley secundaria establezca la fórmula que propicie la alternancia del diputado representante de los pueblos indígenas entre los diversos grupos étnicos reconocidos en el Estado, sin que este derecho abarque a los grupos migrantes venidos de otros Estados. 

11.-  Con la misma finalidad de ampliar la cobertura de los derechos políticos de los indígenas, se reforma el artículo 73 constitucional para los efectos de incluir regidores indígenas en aquellos municipios donde tengan un importante asentamiento.  De la misma forma, será la ley la que establezca la forma y requisitos para la elección de este tipo de regidores, los cuales tendrán los mismos derechos y obligaciones que los electos con el procedimiento ordinario. 

El regidor indígena reviste una importante innovación dentro de nuestra estructura política, pues garantiza que las etnias locales cuenten con el espacio necesario para ventilar los asuntos municipales de su incumbencia.

12.-  Se adiciona un segundo párrafo al artículo 52 para garantizar que en todo proceso judicial sea obligación de las autoridades asistir a los indígenas con intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. Con lo que se busca mayor equidad entre las partes cuando se trate de indígenas en litigio.

Jalisco tiene una importante población indígena cuyas condiciones socio-económicas no son diferentes a las que prevalecen en otras entidades del país. La constante es la pobreza económica y cultural. Son estos factores los que –si no justifican la rebelión armada- si explican el malestar generalizado de estos mexicanos.

La presente iniciativa deberá enriquecerse con las aportaciones de todos los actores políticos y sociales de la entidad, pero, de manera muy especial, con la propuesta que venga de los propios grupos indígenas del estado. Esperemos que a la reforma legislativa se acompañe la voluntad política de todos, para lograr junto con los indígenas de Jalisco, se reviertan las tendencias del subdesarrollo y en el futuro cercano veamos comunidades indígenas verdaderamente desarrolladas, lo que redundará en beneficio de su población y en el enriquecimiento cultural del estado. 

En mérito de lo expuesto elevamos a esta Honorable Asamblea la siguiente:
INICIATIVA DE LEY QUE REFORMA LOS ARTICULOS 8°, 9°, 18, 73 FRACCION II Y ADICIONA UN SEGUNDO PARRAFO AL ARTICULO 52, DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
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